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sentar la certificación antedicha. alegando que no había
podido conseguirla en el plazo inicialmente concedido;
el Juzgado accedió a ello por providencia de 10 de abril
de 1990. Sin embargo. antes de que eala providencia
fuera notifICada a la demandante de amparo. su repre­
sentante procesal presentó -el 11 de abril- un escrito
algue acompañaba «contestacióndel Banco Hipotecario
de España. al oficio remitido. como prueba documental
de esta parte» (folio 104). A ,la vista de este escrito.
el Juzgado acordó. por providencia de 16 de abril de
1990. dar cuenta del mismo y. «habiéndose practicado
todas las pruebas propuestas por ambas partes en los
presentes aatos». declarar los mismos vistos y conclusos
para Sentencia. Tanto este proveído"como aquél en el
que se concedía un segundo plazo para aportar a la
causa la certificación bancaria fueron notificados a la
actora el 8 de mayo de 1990. Posteriormente. el 18
de mayo. la recurrenté presentó en el Juzgado de Guardia
una segunda certificación del Banco. ~ampliatoria de la
presentada el 11 de abril. Sin embargo. y según se ha '
dicho. esta segunda certificación sólo se registró en el
Juzgado cuando éste ya habra dietado Sentencia.

Asf las cosas. es preciso determinar. como apunta
el Ministerio Público. si la prueba admitida por el Juzgado
se había o no practicado al tiempo de declarar conclusos
los autos. esto es. el 16 de abril de 1990. La clave
para resolver la cuestión viene dada. precisa.mente. por
la providencia de 16 de abril. Tal PrOveído se dictó des­
pués de que la demandante hubiera presentado. el 11
de abril y sin advertir que el documento aportado fuera
incompleto o estuviera necesitado de algun tipo de acla­
ración. la primera de las certificaciones. Nada cabe pues
objetar a la actuación del JuzQado. pues aunque en esa
fecha no se hubiera aún notificado la providencia por
la que se concedía un nuevo plazo de diez dras para
presentar la certificación. era claro que la parte ya había
obtenido el documento para cuya consecución había soli­
citado la concesión del mismo. La actuación de la propia
parte. presentando el certificado sin tacha alguna. per­
mitía considerar innecesaria la ampliación concedida por
medio de aquella' providencia aun no notificada o. si
se quiere. limitar sus efectos a los de habilitar el día
11 de abril como fecha en la que. ya superado el primero
de los plazos. cabfa aún presentar la tan repetida
certificación. .

Sin haber hecho advertencia alguna sob~e la insu­
ficiencia del primer certificado -antes al contrario. pre­
sentándolo más bien como suficiente a los fines de cons­
tituir la prueba que. pretendía practicarse-. la deman­
dante de amparo ptesenta 'una segunda certificación el
18 de mayo de 1990. cuando ya se le habían notificado.
el 8 de mayo. tanto la providencia ampliato~ia del plazo
como aqueRa en la que se declaraban conclusas las
actuaciones. Una mínima diligenciapor parte de la actora

• debió llevarle a considerar que el órgano·,·udicial, ajus­
tándose al tenor del escrito presentado e 11 de abril
-en el que se .in.dicaba que el primer certifICado cons­
tituía la. prueba documental de parte. sin más especi­
flC8ciones- debía tener ya por conclusas-como seña­
laba en su proveído de 16 de abril- las actuaciones
de la causa. de manera que si. por cualquier razón. enten­
diera la demandante -pese a ·no haberlo advertido en
su primer escrito-que la prueba aún debía completarse.
era "su obligación ponerlo de manifiesto ante el órgano
judicial inmediatamente después de notificada la pro­
videncia de 16 de abril. seftalando. especfficamente. que
por medio de la providencia del día 10 anterior se había
concedido un nuevo plazo todavía no finalizado. Nada
de esto hizo la recurrente. cuando le era posible veri­
tic:erIo por medio de recurso de reposición contra ta pro­
videnaa en la que se daban por finalizadas las actua­
ciones. Muy por el contrario. se limitó a presentar un

segundo certificado diez días después de notificadas
aquellas dos providencias. cuando. a tenor de la segunda.
debía saber que era inminente el dictado de la Sentencia
resolutoria.

A lo anterior no cabe ahora oponer que la deman­
dante se confió en lo acordado en la primera de las
providencias notificadas el 8 de mayo (la ampliatoria
del plazo). pues en la segunda se indicaba con claridad
que el Juzgado. recibida la primera certificación. tenía
ya por practicada toda la prueba admitida. Ambas pro­
videncias eran claramente contradictorias. pero el
momento de intentar la resolución de tal contradicción
no es el presente. sino aquel que a la recurrente se
le brindaba con la posibilidad de recurrir en reposición
la providencia de conclusión de los autos. Al no haber
hecho uso de ese remedio procesal. la demandante de
amparo ha dejadó de utilizar uno de los remedios uti­
lizables dentro de la vía judicial ord.inaria y desvirtuado
la naturaleza subsidiaria· del amparo constitucial.
incurriendo así su demanda en la causa de inadmisión.
ahora de desestimación. establecida en· el arto 60.1. a).
en relación con el art. 44.1. a). ambos de la LOTe; sin
que. por otro lado. sea ocioso constatar que. en último
término. los perjuicios que a su derecho de defensa alega
la demandante como fundamento de su recurso de
amparo no son. según se deja razonado. en modo alguno
imputables a los órganos judiciales. cuya actuación fue
legal y constitucionalmente correcta. y sí únicamente·
a la desacertada actuación procesal de la propia parte.

Sentado lo anterior. y a mayor abundamiento. ningún
reproche merece la ectuación posterior de la Audiencia
Provincial, cuya negativa a permitir la práctica de la prue­
ba en la segunda instancia se aju~tó correctamente a
las previsiones de la legislación procesal civil.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CoNSTITUCIÓN
DE LA NACÓN EspAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar el recurso de amparo interpuesto por «Edi­
ficio Puerto de Mar. Sociedad Anónima».

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid. a nueve de mayo de mil novecientos
noventa y cuatro.-Luis "López Guerra.-Eugenio DJaz
Eimil.-Alvaro Rodríguez Bereijo....;.José Gabaldón
López.-Julio Diego Gonzélez Campos,-earles VlVer
Pi-Sunyer.-firmados y rubricados. .

13375 Sala Segunda. Sentencia 140/1994, de 9 de
mayo de 1994. Recurso de amparo·
376/1992. Contra Sentencia de la Sala de
lo Social del T. S. J. de Gslicia dictBdB en
autos sobre reintregro de prestaciones de la
Seguridad.Social. Supuesta vullJflraci6n del
derecho a la tutela judicial efectiva: no acr.
ditaci6n de la cotizaci6n del trabajador.

La· Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don Luis López Guerra. Presidente; don Eug.
nio Díaz Eimil. don Alvaro Rodríguez Bereijo. don José.
Gabaldón López, don Julio Diego Gonz61ez Campos y .
don Caries Viver Pi-Sunyer. Magistrados. ha· pronun-
ciado. . _
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EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 376/92 promovido
por don José Antonio Ponte Portela, representado por
la Procuradora de los Tribunales doña Begoña Fernández
Pérez-Zabalgoitia y asistido del Letrado don Luis Astray
Pumpido, contra la Sentencia de la Sala de- lo Social
del Tribunal Superior de Justicia de Galicia, de 31 de
diciembre de 1991, dictada en autos sobre reintegro
de prestaciones. Han comparecido el Ministerio Fiscal
y el Instituto Nacional de la Seguridad Social. represen­
tado por el Procurador don José Granados Weil y asistido
de la Letrada doña Rafaela Espinós Segura.. Ha sido
Ponente el Magistrado don Julio Diego González Cam­
pos, quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito presentado en el Juzgado de Guardia
el dra 12 de febrero de 1992 -registrado en este Tribunal
el 14 siguiente-, la Procuradora de los Tribunales doña
Begoña Fernández Pérez-Zabalgoitia en nombre y repre­
sentación de don José Antonio Ponte Portela, interpuso
recurso de amparo contra la Sentencia de la Sala de
lo Social del Tribunal Superior (te Justicia (T.S.J.) de
Galicia, de 31 de diciembre de 1991.

2. La demanda se basa en los siguientes hechos:

a) El recurrente solicitó del Instituto Nacional de la
Seguridad Social (INSS)~ el derecho a percibir la pensión
de vejez (SOVI), y tramitado el oportuno expediente admi­
nistrativo, la Enfidad Gestora dictó Resolución conce­
diendo la prestacióñ interesada en cuantra inicial de
24.300 pesetas mensuales y con efectos desde el 1
de noviembre de 1987. -

b) Detectadas con posterioridad en la Dirección Pro­
vincial del INSS en La Coruña diversas irregularidades
en la confección de los informes de c9tización, por las
que el Juzgado de Instrucción núm. 1 de La Coruña
tramitaba diligencias p~evias sobre falsedad, la Entidad
Gestora formuló demanda ante la jurisdicción laboral soli­
citando se declarara que el recurrerlte carece del derecho
a la pensión por no acreditar las cotizaciones necesarias
y se le condenara a reintegrar las prestaciones inde­
bidamente percibidas.

e) El Juzgado de lo Social núm. 1 de La Coruña,
en Sentencia de 31 -de julio de 1990, desestimó la
demanda. Tras declarar prob~do que no existe ninguna
ficha de Retiro Obrero a nombre del beneficiario y que,
al haber desaparecido el expediente administrativo tra­
mitado y la copia del informe de cotización emitido, no
se ha podido efectuar comprobación alguna en los Libros
de Archivo de Hojas de Padrón, Ubro de Registro de
Padrones, asr como en el Libro de Archivo de Padrones
de Baja (hechos probados 4.° y 5.°), Y desechar la cues­
tión prejudicial penal opuesta por el demandado, razo­
naba lo siguiente:

«De la prueba aportada al proce~o por la parte
actora no se acredita en modo alguno que el
demandado carezca del derecho a la prestación
de vejez SOVI que le fue reconocida en 1987. 'Asr
pues y habiendo desaparecido el expediente admi-

nistrativo tramitado, asr como el informe de coti­
zación emitido en su momento que se guarda en
la Sección de Informes de Cotización e incumbien­
do la carga de la prueba a la Entidad Gestora, corres­
ponde a- ésta demostrar el hecho constitutivo que
Implica la denegación del derecho de que disfruta
el demandado, extremo que, en modo alguno, apa­
rece acreditado...» (fundamento de Derecho 2.°).

d) Recurrida en suplicación por ellNSScon el único
objeto de examinar las normas sustantivas aplicadas (el
arto 56 de la Ley General de la Seguridad Social), la
Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de
Galicia, en Sentencia de 31 de diciembre de 1991, esti­
mó el recurso, revocó la de instancia y acogió la demanda
formulada. Su fundamento de Derecho 1.° expresaba
lo siguiente:

cc•••Sobre supuesto análogo ya se pronunció esta
Sala en repetidas Sentencias (por todas, la de 14
de diciembre de 1991, en recurso 3.566/90), en
el sentido de entender. que no está acreditada la
afiliación al Retiro Obrero o al SOVI, ante supuesto
en donde se siguieron diliqencias penales por fal­
sedad habiendo desaparecIdo las hojas de padrón
de altas, no conservándose ficha alguna de Retiro
Obrero a nombre del demandado. Ante tales cir­
cunstancias, como en el supuesto de autos está
declarado probado: -Que no existe ninguna ficha
de Retiro Obrero a nombre del actor (sic). Que al
haber desaparecido el expediente administrativo
tramitado y la copia del informe de cotización emi­
tido no se ha podido efectuar comprobación alguna
en los libros de archivo de hojas del padrón, libro
de registro de padrones, asr como en el libro de
archivo de padrones de baja-, se ha de concluir,
que no existe prueba suficiente indiciaria para
entender que se cotizó o figuró afiliado el trabajador
en los términos exigidos para lucrar la prestación
SOVI.»

3. El recurso se dirige contra la resolución judicial
antes referida porque infringe el arto 24.1 C.E. Con los
mismos medios probatorios -argumenta- las Senten­
cias del Juzgado de lo Social y _del Tribunal Superior
de Justicia llegan a un resultado contrario: mientras la

-primera desestima la demanda al no acreditar el INSS
el hecho constitutivo de la pretensión, la segunda la
estima porque no existe prueba suficiente indiciaria para
entender que el trabajador reúne los requisitos exigidos
para lucrar la prestación, pese a que en el recurso de
suplicación no se habra solicitado la revisión de los
hechos declarados probados. De otro lado, en este caso
no ooncurre la analogra con 108 precedentes que cita
la Sala. Por último, la Sentencia recurrida atenta contra
el principio de seguridad juridica que preconiza el
arto 9.3C.E. y produce evidente indefensión, pues revoca
una pensión previamente reconocida sin actividad pro­
batoria alguna.

Interesa, por ello, la nulidad de la Sentencia impug­
nada.

4. La Sección Cuarta, por providencia de 8 de junio
de 1992, acordó, de conformidad con lo dispuesto en
el art 50.3 LOTC, conceder al demandante de amparo
y al Ministerio Fiscal el plazo común de diez dras para
formular las alegaciones que 'estimasen pertinentes en
relación con la carencia manifiesta de contenido cons­
titucional de la demanda -arto 60.1, c), LOTC.

La representación del recurrente insistió en su evi­
dente contenido, constitucional. EIINSS es el responsable
de la desaparición del expediente del recurrente y de
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tIIf desaparición no cabe concluir ni suponer una tra­
mitación deficiente del mismo. si no se acredita feha­
cientemente que tal circunstancia está relacionada con
los hechos investigados por el Juzgado de Instrucción.
De otra parte. con aportación de los precedentes citados
por la resolución recurrida. precisó las notables diferen­
cia. existentes entre los supuestos pretendidamente
análogos. . -

El Ministerio Fiscal solicitó la inadmisión de la deman­
da por la causa advertida por la Sección. La diferente
valoración de la prueba efectuada por el Tribunal Supe­
rior de Justicia para analizar si se _ha quebrantado la
apliC8Ci6n del art. 66 de la Ley General de la Seguridad
Social (lGSS). motivo del recurso de suplicación. es per­
fectamente lfeíta. fonna parte de la facultad que el Trt­
bunal tiene y no supone modificación alguna de los
hechos declarados probados por el Juzgado de lo Social.
Es. pues. inatendible la invocación del art 24.1 C.E. y
menos aún la del principio de seguridad jurktica. derecho
no susceptible de protección a través del recurso de
amparo.

6; La Sección. por providencia de 19 de octubre
de 1992. acordó admitir a trámite la demanda de amparo
presentada y.en aplicación de lo dispuesto en el
art. 61 LOTC. interesar de los órganos judiciales inter­
vinientes la remisión de certificación o fotocopia adve­
rada de las -actuaciones. asr como la práctica de los
correspondientes emplazamientos.

la Sección por providencia de 3 de diciembre de
1992. acordó tener -por personado y parte en el pnr
cedimiento al Procurador don José Granados Weil. en
nombre y representación deIINSS; acusar recibo al Tri­
bunal Superior de Justicia de Galicia y al Juzgado de
lo Soctal núm. 1 de la Coruna de las actuaciones remi­
tidas. V dar vista de las mismas a las partes personadas
y al Ministerio Fiscal por plazo coMÚn de veinte días
para presentar las alegaciones que- estimen pertinentes.
conforme determina el art. 62.1 LOTC. "

6. la representación del recurrente esencialmente
reprodujo el contenido de sus anteriores escritos. hacien­
do hincapié en que la sentencia impugnada habra inver­
tido la carga de la prueba.

7. larepresentaeión dellNSS solicitó la desestima­
ción del amparo. Tres destacar que concurre una falta
de -agotamiento de todos los reéu~ utilizables dentro
de la vfa judicial. pornoh__rse formalizadopreviamente
.recurso decasaci6n para la unificación de doctrina. en
cuanto al fondo del asunto niega la existencia de una
vulneración del art. 24.1 C.E. B Tribunal Superior de
JuI1icia. partiendo de los mismos hechos. de forma mo~
vade obtuvotma conclusión jurfdica diferente. señaló
-siguiendo sus propios precedente--que no puede con­
cederse la prestación controvertida ante la fatta total
de prueba acreditativa- de que el actor reúne los requt­
sitos establecidos al efecto. Tampoco se ha lesionado
el principio de seguridad jurrdica. pues el- INSS intentó
probar en todo momento la falsedad de ciertos docu­
mentos y. en definitiva. estamos ante un problema de
mera legalidad ordinaria consistente en la interpretación
del art..1.214 del Código Civil.

-S. B Fiscal ante el Tribunal Constitucional interesó
el otorgamiento del amparo. Después de reconstruir los
antecedentes. y fundamentación jurídica del recurso.
mantuvo lo afirmado en su precedente intervención res­
~o al art. 9.3 c.E.. pero a la vista de las actuaciones
judiciales recibidas y del. escrito- presentado por el
recurrente en el trámite del art. 50.3 LOTC. profundizó
en la posible lesión del derecho a la tutela judicial. El

Tribunal Superior de Justicia. sin variar los hechos decla­
rados probados en la sentencia de instancia. pudo rea­
lizar una interpretación de ellos que le condujera a enten­
der infringido un precepto legal ~n este caso el arto
56 LGSS-. Ahora bien. su razonamiento se centra en
una consideración que. debidamente contrastada ahora.
no resulta aceptable. En la sentencia que cita la Sala
concuman circunstancias muy diferentes al supuesto
presente (persona que. pese a no haber trabajado nunca
por cuenta ajena. figuraba fraudulentamente de alta en
determinada empresa). Al mismo resultado se -llega ana­
lizando la otra sentencia que el recurrente aporta (ine­
ficacia de la afiliación y atta de la trabajadora por haberse
verificado antéS de cumplir la edad de dieciéis anos).
Por el contrario. en la ahora impugnada la inexistencia
de prueba sobre la concurrencia de los requisitos para
lucrar la prestación se infiere de la desaparición de docu­
mentos imputable aIINSS. que los tenía bajo su custodia.
y al mismo tiempo existía ya una resolución definitiva
del INSS reconociendo la pensión de jubilación. Hubiera
sido necesario que el INSS. como al parecer hizo en
otrps casos. acreditara la indebida concesión de la pen­
sión. pero se Iimi~ó a informar que había desaparecido
la documentación sin añadir dato alguno que permitiera
dudar precisamente de la validez de la pensión conce­
dida. Al no haberlo hecho asr. la declaración de baja
de dicha pensión aparece como inmotivada por basarse
en suposiciones no razonables ni apoyadas en pr-ueba ­
concreta. por lo tanto. contrarias al arto 24.1 C.E.

9. La Sección Tercera. por providencia de 16 de
febrero de 1994. acordó recabar del Juzgado de Ins­
trucción núm. 1 de La Coruña la remisión de certificación
o fotocopia adverada de las actuaciones correspondien­
tes a las diligencias previas núm. 2.637/89. luego trans­
formadas en procedimiento abreviado núm. 120/1990.

La Sección por providencia de 24 de marzo de 1994
acordó dar vista de fas mismas a las partes personadas
y al Ministerio Fiscal para que en el plazo de tres _dras
pudieran alegar lo que a su derecho interese.

Cumplimentando el trámite conferido. el Fiscal ante
el Tribunal Constitucional manifestó que de "la lectura
y estudio de las actuaciones penales. en las que recayó
Auto de sobreseimiento provisional del arto 641.2 L E
Crim.• no se infiere dato que pueda alterar la argumen­
tación y solicitud de otorgamiento de amparo efectuada
en su día. -

Por su parte. la representación del INSS se ratificó
en su, escrito de impugnación. El sobreseimiento pro­
visional de la causa en nada afecta a la Sentencia recurrt­
da. porque se trata de jurisdicciones distintas.que estu­
dian. valoran y enjuician supuestos de hechos' diversos
y. en segundo lugar. porque el fallo de aquélla se basa.
no en la actuación irregular del personal de la Entidad
Gestora. sino en la inexistencia de prueba indiciaria sufi­
ciente para entender que concurrran en -el trabajador
los requisitos de afdiación y cotización exigidos.

La representación del recurrente seftaló que el sob,.
seimiento de la causa penal viene a corroborar lo expues­
to en anteriores escritos. así corno la falta de motivación
de la Sentencia recurrida.

10. Por providencia de 6 de mayo de 1994 se seña­
ló para deliberación y fallo de la presente Sentencia el
día 9 del mismo mes y ano:

11. Fundamentos juñdicos

1. . La demandá de amparo se dirige contra la Sen­
tencia dictada por la Sala de lo Social del Tribunat Supe­
rior de Justicia de Galicia. el 31 de diciembre de 1991.
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recarda en el recurso de suplicación interpuesto por el
INSS, por la que revocó la de instancia y anuló la pensión
de vejez SOVl que dicha entidad' habra reconocido al
hoy recurrente, a quien condenó al reintegro de las pres­
taciones percibidas en el periodo comprendido entre el 1
de noviembre de 1987 y el 31 de enero de 1990.

El recurrente imputa a la mencionada resolución judi­
cial la vulneración de los arts. 9.3 y 24.1 C.E., pues
aun partiendo de un mismo relato de hechos declarados
probados, el Juzgado de lo Social núm. 1 de La Coru"a
y la Sala de lo Social del Tribunal Superioir de Justicia
de Galicia han obtenido resultados opuestos, la litis no
guarda analogfa con los supuest()s mencionados por la
Sala y, además, sin actividad probatoria alguna ha dejado
sin efecto una pensión previamente reconocida por el
INSS. Ahora bien, no cabe incluir en nuestro examen
la queja por una. presunta lesión del principio de segu­
ridad jurfdica. dado que el arto 9.3 C.E. no garantiza dere­
chos que puedan ser objeto de protección por el cauce
del recurso de amparo [art 63.2 y 161.1, b), C.E. y
41.2 LOTc], de manera que ha de limitarse a la presunta
vulneración del art. 24.1 C.E.

2. Antes 'debemos abordar la causa de inadmisibi­
Iidad, que ahora serra de desestimación, opuesta por
la representación del INSS, relativa a la falta de ago­
tamiento de todos los recursos utilizables dentro de la
vra judicial [arto 44.1, a), LOTC] por no haber articulado
el demandante el recurso de casación para la unificación
de doctrina expr~samente indicado por el órgano judicial.
Ciertamente, si bien es un recurso de carácter excep­
cional condicionado legalmente a rrgidos requisitos de
admisión, cuando no quepa duda respecto de la pro­
cedencia y la posibilidad real y efectiva de interponerlo,
asr como de su adecuación para reparar la lesión de
los derechos fundamentales. invocados en la demanda
de amparo, tal medio de impugnación debe ser utilizado
antes de impetrar el amparo constitucional (SSTC
337/93 y 347/93 y AATC 70/91, 366/91, 117/92
y 206/93).

En consecuencia, de mediar Sentencias contradicto­
rias en los términos establecidos en el arto 216 de 'a
Ley de Procedimiento Laboral (LPL), sobre la cuestión
controvertida, la subsidiariedad del amparo impondrra
la previa formalización del oportuno recurso de casación
para la unificación de doctrina que permitiera armonjzar
la contradicción jurisprudencia!. Sin embargo, la repre­
sentación del INSS nada expresa al efecto y, por el con­
trario, la peculiaridad y los rasgos acusadamente indi­
vidualizados que caracterizan a la litis no hacen verosrmil
la existencia de resoluciones discrepantes en supuestos
sustancialmente idénticos. A la vista de estas circuns­
tancias no puede estimarse que la demanda incurra en
el defecto insubsanable previsto en el art. 44.1, a), LOTC,
por el mero hecho de desatender la instrucción de recur­
sos consignada por la Sala de lo Social del Tribunal Supe­
rior de Justicia en cumplimiento de lo prescrito en los
arts. 248.4 LOPJ y ·100 de la LPL (STC 377/1993).

,
3. Entrando ya en el examen de la queja formulada

por la lesión del arto 24.1 C.E., ha de descartarse ini­
cialmente la alegación del recurrente relativa a la falta
de analogra con el presente caso de los precedentes
invocados por la Sala, en los que se entendió que no
estaba acreditada la afiliación al Retiro Obrero o al SOVI
en supuestos donde también se siguier()n diligencias
penales por falsedad, habiendo desaparecido las hojas
del Padrón de Altas. El hecho de que la Sala cite previas
resoluciones judiciales en esta materia, obvio es, no vul-

nera en modo alguno el derecho a la tutela judicial
efectiva.

Mientras que, por eJ contrario, sr podrra tener relieve
constitucional un apartamiento de su Unea jurispruden­
cial consolidada, basada en argumentos ad personam
o ad casum y no en criterios objetivos y de alcanae
general, por infringirse el art 14 C.E. en su dimensión
de igualdad en la aplicación de la ley (SSTC 169/1992,
28/1993 y 114/1993).

El agravio se circunscribe, pues, a determinar si el
demandante de amparo ha sufrido la indefensión que
el art 24.1 C.E. prohfbe el anular la resolución impugnada
una pensión previamente reconocida por el INSS por
estimar que no existra prueba suficiente indiciaria para
entender que el trabajador cotizó o figuró afiliado 8n
los términos exigidos para lucrar· la prestación S.O.V.!.
Alegándose por el recurrente que el INSS no llevó a
cabo una actividad probatoria suficiente en el proceso
a quo, al limitarse a certificar la desaparición de los docu­
mentos administrativos que motivaron el reconocimiento
de la pensión; de manera que se ha hecho recaer inde­
bidamente sobre el beneficiario de la pensión y deman­
dado. en aquel proceso la carga de la prueba de los
requisitos legalmente esmblecidos para acceder a dicha
prestación. .

4. Asf precisado el alcance de la queja, es necesario
considerar sucesivamente varios extremos en orden a
determinar si se ha producido o no una indefensión con­
traria al derecho reconocido por el art. 24.1 C.E.:

A) Reiterqdamente hemos declarado que en el con­
texto del art. 24.1 C.E. la indefensión es una noción
material que se caracteriza ror entra"ar una privación
o minoración sustancial de derecho de defensa, asr
como un menoscabo de los principios de contradicción
y de igualdad procesal de las partes, que impide o dif...
culta gravemente a una de ellas la poSibilidad de alegar
y acreditar en el proceso su propio derecho o de replicar
dialécticamente la posición contraria en igualdad de con­
diciones con las demás partes procesales (SSTC
48/1984, 70/1984,48/1986,89/1986 y 12/1987).
Y tras indicarse en términos genéricos la8 interrelaciones
existentes entre la prueba y el derecho.a la tutela judicial
efectiva, se ha subrayado la vigencia, inoluso en la fase
probatoria del proceso, del principio de igualdad de
armas, que garantiza una igualdad efectiva de la8 posi­
bilidades y cargas de las partes en esta materia, para
lograr la plenitud del resultado probatorio (STC

. 227/1991). Lo que excluye, como concreción de dicho
principio, que (no puede imponerse con carácter nece­
sario la prueba de los hechos negativos cuando es más
simple la prueba del acto positivo contrario por parte
del otro litigante) (SSTC 48/1984 y 96/1991), pues
esta prueba imposible o diabólica es susceptible de cau­
sar indefensión, al no poder justificar pracesalmente las
circunstancias relativas a sus derechos e intereses legJ­
timos (SSTC 14/1992 y 16/1993 l.

En el presentecalO, no cabe estimar que el recurrente
de amparo haya sufrido indefensión por imposibilidad
de probar un hecho negativo, pues basta observar, de
un lado, que en el pfOC8SO seguido ante el Juzgado de
lo Social núm. 1 de La Coruña la representación del
Sr. Ponte Portela se opuso a la demanda del INSS ale­
gando lo que estimó pertinente, pero (sin proponer prue­
ba alguna), como expresa el Aeta de 17 de julio de
1990. De otro lado, que si lo que 88 pretendra Por el
INSS era que se declarase que el entonces demandedo
no reunfa los requisitos para la concesión de la pensión,
es evidente que a éste correspondfa enervar dicha pre­
tensión aportando los pertinentes medios de prueba del
hecho contrario, lo que no hizo; siendo evidente que
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la existencia o no de la afiliaci6n y coti%ación necesarias
para tener derecho a la prestaci6n de vejez SOVl y su
antecedente. el haber trabajado en una o más empresas.
constituyen hechos eJe carácter positivo y su acredita­
ción. por tanto. no resultaba imposible prima facie.

B) No obstante. ha de tenerse en cuenta que cuando
las fuentes de prueba se encuentran en poder de una
de las ·partes en el litigio. la obl~aci6n constitucional
de colaborar con los órganos jurisdiccionales en el curso
del proceso (art. 118 C.E.). conlleva que sea aquella quien
deba acreditar los hechos determinantes de la litis (SSTC
227/1991).

Ahora bien. aun cuando los datos de cotización obran­
tes en las Entidades Gestoras constituyen el instrumento
privilegiado y casi exclusivo en este tipo de proceso.
por lo dispuesto en la disposición transitoria tercera. 2.
de la Ley General de la Seguridad Social. lo cierto es
que en e presente caso no fueron aportados por el INSS
en atención a una circunstancia a -la que se refieren
los hechos declarados probados por las resoluciones judi­
ciales: Que del demandante de amparo sólo se conser­
vaba la ficha de pensión fiscalizada por la Intervención
Territorial. pero habfa desaparecido el expediente admi­
nistrativo. el informe de cotización emitido en su momen­
to y 1, ficha del Retiro Obrero. Circunstancia que ellNSS
relaClon6 con el hecho de haberse tramitado un pro­
cedimiento penal por las irregularidades observadas en
el reconocimiento de las pensiones del Retiro Obrero
y del SOVI.

Por consiguiente. si bien las deficiencias y carencias
eoel funcionamitm~ de un órgano administrativo no
pu~n repercutir en perjuicio del solicitante de amparo.
es claro que no nos encontramos ante un supuesto en
el cual el INSS. pudiendo acreditar la existencia o no
de cotizaciones. no lo Heva a cabo invocando dificultades
Cterivad8s de déficiencia o carencias. internas. como en
el caso objeto de la STC227/1991. sino ante el supuesto
de una imposibilidad de proceder a esa acreditación ni
aun tratando de reconstruir el expediente. pues también
habfan desaparecido algunos tomos· de los Ubros de
~ivos de Hojas de Padrón. y es lIicha circunstancia.
alegada por el 1Nss. la que ha llevado a .la Sentencia
impugnada a considerar. valorando la prueba practicada.
que no se habfa acreditado suficientemente la cotización
o afiliaci6n del trabajador.

C) Por último. el recurrente alega que. con los mis­
mos hechos probator~oL las Sentencias del Juzgado de
lo Social y.del Tribunal Superior de Justicia, han llegado
a un resultado contrario. pues si la primera desestimó
la demanda del· INSS por. estimar .que le correspondia
la. carpa de la prueba.' la segunda.:estima el recurso y
deja Sin efecto la penséón por no exiatir pnI4M>a sUficiente
de que el trabajador hubiera cotizado o figurase como
afiliado at SOVI. .

Esta queja. sin embargo. carece de relieve constitu­
.cionel. pues en une jurisprudencia tan reiterada que hace
ociosa la cita 8S18 Tribunal ha declarado que su enjui­
ciamiento en este cauce del recurso de amparo no puede
entra"ar una revisión de lB vatoración del material pro­
batorio. ya que ello IUpondria interferir en una compe­
tencia exclusiva de los 6rganos de la jurisdicción ordi­
naria en et ejercicio de la función juriS(Üccional que les
es p"'l'ia(art. 117.3 C.-E.). Ni tampoco corresponde a
este Tribunal intetpretar el art. 1'.241 del Código Civil
u otras regIat- lObfe la distribución -dé la prueba. pues
constituye unacuelti6n de legalidad 'ordinaria. carecien­
do de.dimeMi6n constituciorlal. por lo que ha de excluir­
se de nuestro enjuiciamiento (STC 26/1993 Y AATC
492/1983: 24311984 y 849/1986).

lo que conduce a estimar. en definitiva. que no ha
existido la vulneración del arto 24.1 C.E. que se imputa
a la Sentencia impugnada en el presente proceso cons­
titucional y ello ha de entrañar. consiguientemente. la
denegación del amparo solicitado.

FAllO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CoNSTITUCiÓN
DE LA NACIÓN EspAÑOlA.

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publfquese esta Sentencia en el (eeBoIetrn Oficial del
Estado»).

Dada en Madrid. a nueve de mayo de mil novecientos
noventa y cuatro;-luis lópez Guerra.--Eugenio Dfaz
Eimil.-Alvaro RodrSguez Bereijo.~José Gabaldón
lópez.-Julio Diego González Campos y Caries Viver
Pi-Sunyer.-Firmados y rubricados.

13376 Sala Segunda. Sentencia 141/1994, de 9 de
.mayo de 1994. Recurso de amparo
386/1992. Contra Sentencia de la Sala Cuar­
ta del Tribunal Supremo en recurso de casa­
ción para la unificación de doctrina formulado,
contra la dictada por el T. S. J. de Andalucfa,
con sede en Má/aga~ desestimando rec,!rso
de suplicación./rente a sentencia del Juzgado
de lo Social núm. 6 de Málaga. Supuesta vul­
neración del principio de igualdad: igualdad
en la aplicación de la Ley.

la Sala Segunda del Tribunal Constitucipnal. com­
puesta por don luis lópez Guerra. Presidente; don Euge­
nio Diaz Eimil. don Alvaro Rodriguez Bereijo. don José
Gabaldón lópez. don Julio Diego González. Campos y
don Caries Viver Pi-Sunyer. Magistr.ados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 386/92; promovido
por «Hotel Puerto Benalmádena. Sociedad' Anónima».
representada por el Procurador de los Tribunales don
lsacio Calleja Garcra y asistida por el-letrado don Antonio
lópez Portillo. frente a la Sentencia de la Sala Cuarta
del Tribunal Supremo de 17 enero de 1992. en recurso
de casación para la unificación de doctrina seguido bajo
el núm. 1.416/91 contra la Sentencia dictada con fecha
29 abril de 1991. por el Tribunal Superior de Justicia
de Andalucfa. con sede en Málaga. en autos de recurso
de suplicación núm. 706/90 correspondiente a los autos
numo 969/90 del Juzgado de lo Social m~m. 6 deMálaga.
Han comparecido el Ministerio Fiscal y don José MeI­
garejo Moya. representado por la Procuradora de los
Tribunales dona Maria José Barabino Ballesteros y asis­
tido del letrado don Eduardo Uñán del Burgd. Ha sido
Ponente el Magistrado don Julio Diego Gonmlez Cam­
pos. quien expresa el parecer de la Ssla.


